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ANEXO II

INCREMENTO PROFESIONALES RESIDENTES

CATEGORIA REMUNERACION

JEFE DE RESIDENTES 5.227

RESIDENTE 4º AÑO 4.752

RESIDENTE 3º AÑO 4.752

RESIDENTE 2º AÑO 4.277

RESIDENTE 1º AÑO 3.802

#F4065082F#

Que pasados más de VEINTICINCO (25) 
años de reestablecido el Estado democráti-
co no es posible seguir consintiendo la inac-
cesibilidad de tal información y documenta-
ción argumentando el carácter de “Secreto 
de Estado” o cualquier otra clasificación de 
seguridad que impida el conocimiento de la 
historia reciente cercenando el derecho de 
la sociedad a conocer su pasado.

Que, asimismo, cualquier limitación al acce-
so de información y documentación podría 
obstaculizar una investigación completa y, 
por ende, impedir el esclarecimiento de los 
hechos, el juzgamiento y la sanción de los 
responsables, ubicando al ESTADO AR-
GENTINO por fuera del cumplimiento de las 
obligaciones asumidas en el marco del dere-
cho internacional de los derechos humanos.

Que, en ese sentido, debe considerarse lo es-
tablecido por la CORTE INTERAMERICANA 
DE DERECHOS HUMANOS al decir que “en 
el marco de un procedimiento penal, especial-
mente cuando se trata de la investigación y 
persecución de ilícitos atribuibles a las fuerzas 
de seguridad del Estado, surge una eventual 
colisión de intereses entre la necesidad de 
proteger el secreto de Estado, por un lado, y 
las obligaciones del Estado de proteger a las 
personas de los actos ilícitos cometidos por 
sus agentes públicos y la de investigar, juzgar 
y sancionar a los responsables de los mismos 
por el otro (...) En casos de violaciones de de-
rechos humanos, cuando los órganos judicia-
les están tratando de esclarecer los hechos y 
juzgar y sancionar a los responsables de tales 
violaciones, el ampararse en el secreto de Es-
tado para entregar información requerida por 
la autoridad judicial, puede ser considerado 
como un intento de (...) perpetuar la impuni-
dad” (caso “Myrna Mack Chang vs. Guatema-
la”, sentencia del 25 de noviembre de 2003, 
parágrafo 181, pág. 111).

Que las sentencias de la CORTE INTERA-
MERICANA DE DERECHOS HUMANOS 
deben ser consideradas por el ESTADO 
ARGENTINO, conforme la jurisprudencia de 
la CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA 
NACION que, desde el antecedente “Ekme-
dkian c/ Sofovich” (Fallos 315:1492), sostu-
vo que, entre las medidas necesarias en el 
orden jurídico interno para cumplir las obli-
gaciones internacionales asumidas, deben 
considerarse comprendidas las sentencias 
judiciales pronunciadas por el mencionado 
órgano jurisdiccional.

Que, de conformidad con las obligaciones 
asumidas internacionalmente por el ESTA-
DO ARGENTINO, en tanto posee el deber 
de adoptar por todos los medios posibles las 
medidas necesarias para garantizar el escla-
recimiento de los hechos vinculados con las 
violaciones a los derechos humanos come-
tidas bajo la vigencia del terrorismo de Es-
tado, conforme las exigencias del artículo 25 
de la CONVENCION AMERICANA SOBRE 
DERECHOS HUMANOS y demás normas 
constitucionales vinculadas con el derecho a 
la verdad, en los términos del artículo 75, in-
ciso 22), de la CONSTITUCION NACIONAL, 
se hace necesario limitar la información pro-
tegida con la clasificación de seguridad dis-
puesta por la legislación antes mencionada 
en aquellas materias en las que la misma sea 
indispensable, asegurando que sea secreto 
aquello que verdaderamente deba serlo.

Que, en este orden de ideas, el Decreto 
Nº 44/07 adoptó dicho criterio, en tanto re-
levó de la obligación de guardar secreto en 
los términos de la Ley de Inteligencia Nacio-
nal Nº 25.520, a quienes integren o hayan 
integrado organismos de inteligencia, las 
Fuerzas Armadas, de Seguridad y las Poli-
ciales, o fueran o hayan sido funcionarios o 
personas alcanzadas por dicha obligación, 
cuando fueren llamados a prestar declara-
ción respecto de los hechos o informaciones 
a los que hubieren tenido acceso en el ejer-
cicio de sus funciones y que pudieran con-
ducir a la obtención de elementos de interés 
en el marco de las causas judiciales por las 
graves violaciones masivas a los derechos 
humanos cometidas durante la última dicta-
dura militar, como también respecto de los 
hechos que de cualquier manera se vincula-
ren con el terrorismo de Estado.

Que, por lo tanto, desde el actual Estado 
democrático y republicano corresponde re-

#I4065348I#
ASUETO

Decreto 2/2010

Otórgase asueto a los ciudadanos chilenos 
que se desempeñen en la Administración 
Pública Nacional a fin de que concurran a 
emitir su voto en las Elecciones Nacionales 
que se realizarán en su país de origen.

Bs. As., 5/1/2010

VISTO el Expediente Nº S02:0012772/2009 del 
registro del MINISTERIO DEL INTERIOR, la 
Ley Nº 23.759 y el Decreto Nº 2133 del 5 de 
diciembre de 1994 y 1972 del 10 de diciem-
bre de 2009, y

CONSIDERANDO:

Que por la Ley citada en el Visto, se estable-
ció que los ciudadanos de países limítrofes 
radicados en la REPUBLICA ARGENTINA, 
que trabajen en relación de dependencia go-
zarán en sus empleos de hasta CUATRO (4) 
días de licencia, a los fines de que puedan 
concurrir a emitir su voto cuando se realicen 
elecciones en su país de origen, debiendo 
comunicar dicha circunstancia a su emplea-
dor con la anticipación y en la forma que es-
tablezca su reglamentación.

Que a través del Decreto Nº 2133/94, se re-
glamentó la norma aludida, disponiéndose 
que la referida licencia se hará efectiva cuan-
do se trate de elecciones relativas a cargos 
nacionales y que abarquen a todo el país, 
debiendo el trabajador, solicitarla por escrito 
y con una anticipación no menor a DIEZ (10) 
días corridos a la fecha del comicio.

Que el Gobierno Nacional estima valioso 
alentar la participación democrática no so-
lamente de los ciudadanos argentinos, sino 
también de los residentes extranjeros cuan-
do deban cumplir con sus deberes cívicos 
en oportunidad de realizarse los comicios 
nacionales en sus países de origen, en vir-
tud de lo cual dictó el Decreto Nº 1972 del 
10 de diciembre de 2009 por medio del cual 
otorgó asueto los días 11 y 14 de diciembre 
de 2009, a los ciudadanos chilenos que se 
desempeñan en la Administración Pública 
Nacional, a fin de que concurrieran a emitir 
su voto en las Elecciones Nacionales que se 
realizaron el día 13 de diciembre de 2009, 
en su país de origen.

Que el día 17 de enero de 2010, se realizará 
la segunda vuelta de los comicios naciona-
les para la elección de Presidente y Vicepre-
sidente de la REPUBLICA DE CHILE.

Que, en esta oportunidad se considera nece-
sario, también, facilitar la concurrencia de los 
ciudadanos chilenos que trabajen en relación 
de dependencia en la REPUBLICA ARGEN-
TINA, a fin de que puedan emitir su voto.

Que, a esos fines, resulta oportuno conce-
der asueto administrativo para los ciudada-
nos chilenos que se desempeñen en la Ad-
ministración Pública Nacional, los días 15 y 
18 de enero de 2010.

Que la DIRECCION GENERAL DE ASUN-
TOS JURIDICOS del MINISTERIO DEL IN-
TERIOR ha tomado la intervención que le 
compete.

Que la presente medida se dicta en uso de 
las atribuciones emergentes del artículo 99, 
inciso 1 de la CONSTITUCION NACIONAL.

Por ello,

LA PRESIDENTA
DE LA NACION ARGENTINA
DECRETA:

Artículo 1º — Otórgase asueto los días 15 y 18 
de enero de 2010, a los ciudadanos chilenos que 
se desempeñen en la Administración Pública Na-
cional, a fin de que concurran a emitir su voto en 
las Elecciones Nacionales que se realizarán el día 
17 de enero de 2010, en su país de origen.

Art. 2º — Los beneficiarios del asueto que 
se dispone por el artículo precedente, deberán 
acreditar ante la autoridad competente de su ju-
risdicción la emisión del sufragio respectivo.

Art. 3º — Comuníquese, publíquese, dése a la 
Dirección Nacional del Registro Oficial y archíve-
se. — FERNANDEZ DE KIRCHNER. — Aníbal D. 
Fernández. — Aníbal F. Randazzo.

#F4065348F#
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DERECHOS HUMANOS

Decreto 4/2010

Relévase de la clasificación de seguridad a 
toda documentación e información vincula-
da con el accionar de las fuerzas armadas 
en el período comprendido entre los años 
1976 y 1983.

Bs. As., 5/1/2010

VISTO la Ley de Inteligencia Nacional Nº 25.520 
y su Decreto reglamentario Nº 950 del 5 de 
junio de 2002, el Decreto Nº  44 del 26 de 
enero de 2007, el Decreto Nº 1137 del 26 de 
agosto de 2009, lo solicitado por el JUZGA-
DO FEDERAL Nº 1 de LA PLATA, PROVIN-
CIA DE BUENOS AIRES, en relación con la 
causa caratulada “CROUS, FELIX PABLO 
(FISCAL NACIONAL) S/ DCIA. (Centro de 
Detención Clandestina “La Cacha” Lisandro 
Olmos)” y lo propuesto por el MINISTERIO 
DE DEFENSA, y

CONSIDERANDO:

Que a partir de la sanción de la Ley Nº 25.779 
y de lo decidido por la CORTE SUPREMA 
DE JUSTICIA DE LA NACION en el ante-
cedente “Simón, Julio Héctor y otros s/ Pri-
vación ilegítima de la libertad, etc.” (Fallos 
328:2056), se reabrieron las causas por vio-
laciones a los derechos humanos durante el 
terrorismo de Estado provocando el requeri-
miento de una gran cantidad de información 
y documentación relacionada con el accio-
nar de las FUERZAS ARMADAS.

Que parte de la mencionada información y 
documentación está referida a las activida-
des de Inteligencia y al personal afectado a 
las mismas, en orden a lo cual están alcan-
zadas por las disposiciones y restricciones 
establecidas por la Ley Nº 25.520 y su De-
creto reglamentario Nº 950/02.

Que el artículo 16 de la Ley Nº 25.520 pres-
cribe que “Las actividades de inteligencia, 
el personal afectado a las mismas, la do-
cumentación y los bancos de datos de los 
organismos de inteligencia llevarán la clasi-
ficación de seguridad que corresponda en 
interés de la seguridad interior, la defensa 
nacional y las relaciones exteriores de la 
Nación. El acceso a dicha información será 
autorizado en cada caso por el Presidente 

de la Nación o el funcionario en quien se 
delegue expresamente tal facultad, con las 
excepciones previstas en la presente ley. La 
clasificación sobre las actividades, el perso-
nal, la documentación y los bancos de datos 
referidos en el primer párrafo del presente 
artículo se mantendrá aun cuando el conoci-
miento de las mismas deba ser suministrado 
a la justicia en el marco de una causa deter-
minada o sea requerida por la Comisión Bi-
cameral de Fiscalización de los Organismos 
y Actividades de Inteligencia”.

Que, a su vez, el artículo 17 de la Ley 
Nº 25.520 dispone que “Los integrantes de 
los organismos de inteligencia, los legisla-
dores miembros de la Comisión Bicameral 
de Fiscalización de los Organismos y Activi-
dades de Inteligencia y el personal afectado 
a la misma, así como las autoridades judi-
ciales, funcionarios y personas que por su 
función o en forma circunstancial accedan al 
conocimiento de la información mencionada 
en el artículo anterior deberán guardar el 
más estricto secreto y confidencialidad. La 
violación de este deber hará pasible a los 
infractores de las sanciones previstas en el 
Libro II Título IX, Capítulo II, artículo 222 y/o 
223 del Código Penal de la Nación, según 
correspondiere”.

Que el artículo 3º de la Reglamentación de la 
Ley de Inteligencia Nacional Nº 25.520 (Dto. 
Nº 950/02, Anexo I) establece que “La reve-
lación o divulgación de información respecto 
de habitantes o personas jurídicas, públicas 
o privadas, adquirida por los organismos de 
inteligencia con motivo del ejercicio de sus 
funciones, requerirá inexorablemente de una 
orden o dispensa judicial y la autorización 
prevista en el segundo párrafo del artículo 
16 de la Ley, excepto cuando la intervención 
del organismo se encuentre prevista en una 
disposición legal”.

Que en orden a lo dispuesto por la normativa 
antes citada y a raíz de una solicitud judicial, 
se dictó el Decreto Nº 1137/09 relevando de 
la clasificación de seguridad “Estrictamente 
Secreto y Confidencial” a una serie de do-
cumentación de inteligencia que resultaba 
necesaria a los fines de llevar a cabo una 
audiencia de debate oral en el marco de un 
proceso judicial por violaciones a los dere-
chos humanos durante la vigencia del terro-
rismo de Estado.

Que dada la gran cantidad de requerimien-
tos judiciales de información con clasifica-
ción de seguridad no pública, y a los fines 
de adoptar una resolución integral que evite 
que frente a cada caso específico deba dic-
tarse un decreto, es preciso revisar la nece-
sidad de continuar manteniendo información 
y/o documentación con esa clasificación.

Que en tal sentido, el JUZGADO FEDERAL 
Nº 1 de LA PLATA, en el marco de la investi-
gación llevada a cabo en la causa menciona-
da en el VISTO, solicitó al PODER EJECU-
TIVO NACIONAL, mediante oficio de fecha 
29 de septiembre de 2009, desclasificar la 
documentación relativa al Destacamento de 
Inteligencia 101 del EJERCITO ARGENTI-
NO del período correspondiente a los años 
1976 a 1983.

Que, asimismo, mantener clasificaciones de 
seguridad de carácter no público, respecto 
de información y documentación relativa al 
accionar de las FUERZAS ARMADAS du-
rante la vigencia del terrorismo de Estado, 
resulta contraria a la política de MEMORIA, 
VERDAD y JUSTICIA que el ESTADO AR-
GENTINO viene adoptando desde el año 
2003.

Que la decisión de un Estado democrático 
de clasificar y mantener información y/o do-
cumentación de carácter no público no sólo 
debe basarse en la necesidad de proteger la 
seguridad del Estado y sus relaciones mul-
tilaterales sino que debe también establecer 
un límite temporal a esa restricción.

Que el accionar de las FUERZAS ARMA-
DAS durante la vigencia del terrorismo de 
Estado demuestra que la información y/o 
documentación clasificada con carácter no 
público no estuvo destinada a la protección 
de intereses legítimos propios de un Estado 
democrático sino que, por el contrario, sirvió 
como medio para ocultar el accionar ilegal 
de gobierno de facto.



	M iércoles 6 de enero de 2010	 Primera Sección	 BOLETIN OFICIAL Nº 31.815	 5
levar el secreto y la confidencialidad de la 
información que pueda favorecer al cono-
cimiento integral de los hechos vinculados 
con violaciones a los derechos humanos.

Que la DIRECCION GENERAL DE ASUNTOS 
JURIDICOS del MINISTERIO DE DEFENSA 
ha tomado la intervención que le corresponde.

Que la presente medida se dicta en uso de 
las facultades conferidas por el artículo 16 
de la Ley Nº 25.520 y el artículo 99, inciso 
1), de la CONSTITUCION NACIONAL.

Por ello,

LA PRESIDENTA
DE LA NACION ARGENTINA
DECRETA:

Artículo 1º — Relévase de la clasificación de 
seguridad, establecida conforme a las disposi-
ciones de la Ley Nº 25.520 y su Decreto Regla-
mentario Nº 950/02, a toda aquella información y 
documentación vinculada con el accionar de las 
FUERZAS ARMADAS durante el período com-
prendido entre los años 1976 y 1983, así como a 
toda otra información o documentación, producida 
en otro período, relacionada con ese accionar.

Art. 2º — Exceptúase de lo dispuesto en el 
artículo 1º del presente Decreto, toda la informa-
ción y documentación relativa al conflicto bélico 
del Atlántico Sur y cualquier otro conflicto de ca-
rácter interestatal.

Art. 3º — En ningún caso, se dejará sin efecto 
la clasificación de seguridad otorgada a la informa-
ción de inteligencia estratégica militar a la que se 
refiere el artículo 2º, inciso 4º, de la Ley Nº 25.520.

Art. 4º — Comuníquese, publíquese, dése a la 
Dirección Nacional del Registro Oficial y archíve-
se. — FERNANDEZ DE KIRCHNER. — Julio C. 
Alak. — Nilda Garré.

#F4065353F#

14 de marzo de 2007, 1311 del 2 de octubre 
de 2007, 929 del 11 de junio de 2008 y 390 
del 23 de abril de 2009, se hizo lo propio por 
otros CIENTO OCHENTA (180) días hábiles 
en cada caso.

Que por razones operativas no ha sido posi-
ble cumplimentar la cobertura de los cargos 
en el plazo establecido.

Que por ello se considera indispensable pro-
rrogar en el MINISTERIO DE EDUCACION 
el término fijado en el artículo 1º del aludido 
Decreto Nº 390 del 23 de abril de 2009.

Que en atención a la entrada en vigen-
cia del SISTEMA NACIONAL DE EM-
PLEO PUBLICO (SINEP), aprobado por 
el Convenio Colectivo de Trabajo Secto-
rial homologado por Decreto Nº 2098/08, 
deberá adecuarse la cobertura de dichos 
cargos a los nuevos sistemas de selec-
ción vigentes.

Que los referidos cargos no constituyen asig-
nación de recurso extraordinario alguno.

Que la DIRECCION GENERAL DE ASUN-
TOS JURIDICOS del MINISTERIO DE 
EDUCACION ha tomado la intervención que 
le compete.

Que la presente medida se dicta en uso de 
las facultades conferidas por los artículos 
99, inciso 1, de la CONSTITUCION NACIO-
NAL y 1º del Decreto Nº 491 del 12 de marzo 
de 2002.

Por ello,

LA PRESIDENTA
DE LA NACION ARGENTINA
DECRETA:

Artículo 1º — Dase por prorrogado por el 
plazo de CIENTO OCHENTA (180) días hábi-
les el término establecido en el artículo 1º del 
Decreto Nº 390 del 23 de abril de 2009, con 
respecto a la designación del Licenciado Mi-
guel Gabriel VALLONE (D.N.I. Nº 16.583.022), 
en el cargo de Director Nacional de Coope-
ración Internacional (Nivel A con Función 
Ejecutiva II) dependiente de la UNIDAD MI-
NISTRO del MINISTERIO DE EDUCACION, 
autorizándose el correspondiente pago de la 
Función Ejecutiva II del SISTEMA NACIONAL 
DE EMPLEO PUBLICO (SINEP) aprobado por 
el Convenio Colectivo de Trabajo Sectorial ho-
mologado por Decreto Nº 2098/08.

Art. 2º — Dase por prorrogado por el pla-
zo de CIENTO OCHENTA (180) días hábiles 
el término establecido en el artículo 1º del 
Decreto Nº 390 del 23 de abril de 2009, con 
respecto a la designación del señor Emilia-
no Ricardo TAGLE (D.N.I. Nº  14.646.842), 
en el cargo de Director de Despacho (Nivel 
B con Función Ejecutiva III), dependiente de 
la SUBSECRETARIA DE COORDINACION 
ADMINISTRATIVA del MINISTERIO DE EDU-
CACION, autorizándose el correspondiente 
pago de la Función Ejecutiva III, y con auto-
rización excepcional por no reunir los requisi-
tos mínimos establecidos en el artículo 14 del 
SISTEMA NACIONAL DE EMPLEO PUBLICO 
(SINEP), aprobado por el Convenio Colectivo 
de Trabajo Sectorial homologado por Decreto 
Nº 2098/08.

Art. 3º — Los cargos involucrados deberán 
ser cubiertos de conformidad con los siste-
mas de selección vigentes y requisitos según 
lo establecido, respectivamente, en el artículo 
120 y en el Título II Capítulos III, IV y VIII del 
SISTEMA NACIONAL DE EMPLEO PUBLICO 
(SINEP), aprobado por el Convenio Colectivo 
de Trabajo Sectorial homologado por Decreto 
Nº 2098/08, dentro del plazo establecido pre-
cedentemente.

Art. 4º — El gasto que demande el cumpli-
miento de la presente medida será atendido con 
cargo a las partidas específicas del presupuesto 
vigente de la Jurisdicción 70 - MINISTERIO DE 
EDUCACION.

Art. 5º — Comuníquese, publíquese, dése 
a la DIRECCION NACIONAL DEL REGISTRO 
OFICIAL y archívese. — FERNANDEZ DE 
KIRCHNER. — Aníbal D. Fernández. — Alber-
to E. Sileoni.

#F4065323F#

Que la DIRECCION GENERAL DE ASUN-
TOS JURIDICOS del MINISTERIO DE DE-
SARROLLO SOCIAL ha tomado la interven-
ción que le compete.

Que la presente medida se dicta de conformi-
dad con lo dispuesto en el artículo 99, incisos 
1 y 7, de la CONSTITUCION NACIONAL y en 
el artículo 1º del Decreto Nº 491/02.

Por ello,

LA PRESIDENTA
DE LA NACION ARGENTINA
DECRETA:

Artículo 1º — Dase por designada, a partir 
del 24 de agosto de 2009, en el cargo de Ase-
sora de Gabinete, de la SUBSECRETARIA DE 
ORGANIZACION DE INGRESOS SOCIALES 
dependiente de la SECRETARIA DE POLITICAS 
SOCIALES Y DESARROLLO HUMANO del MI-
NISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL, a Da. 
María Azul SEOANE, D.N.I. Nº 26.429.083, asig-
nándosele la cantidad de UN MIL TRESCIENTAS 
(1300) Unidades Retributivas mensuales.

Art. 2º — El gasto que demande el cumplimien-
to del presente Decreto será atendido con cargo 
a las partidas específicas de la Jurisdicción del 
MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL.

Art. 3º — Comuníquese, publíquese, dése a la 
Dirección Nacional del Registro Oficial y archíve-
se. — FERNANDEZ DE KIRCHNER. — Aníbal D. 
Fernández. — Alicia M. Kirchner.

#F4065320F#
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MINISTERIO DE DESARROLLO 
SOCIAL

Decreto 2163/2009

Dase por aprobada una designación en la 
Subsecretaría de Organización de Ingresos 
Sociales.

Bs. As., 28/12/2009

VISTO las Decisiones Administrativas Nº  477 
del 16 de setiembre de 1998 y Nº 2 del 9 de 
enero de 2009, los Decretos Nº 491 del 12 
de marzo de 2002, Nº 1276 de fecha 27 de 
setiembre de 2004, Nº 1501 de fecha 16 de 
setiembre de 2008 y 1255 de fecha 14 de 
setiembre de 2009, la Ley Nº 26.422, el Ex-
pediente Nº  E-83376-2009 del Registro del 
MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL, y

CONSIDERANDO:

Que la Decisión Administrativa Nº  477/98 
en su artículo 1º constituye el Gabinete de 
los señores VICEPRESIDENTE DE LA NA-
CION, Jefe de Gabinete de Ministros, Minis-
tros, Secretario General de la PRESIDEN-
CIA DE LA NACION, Secretarios, Subsecre-
tarios, Jefe de la Casa Militar, el Procurador 
del Tesoro de la Nación, el Secretario Legal 
y Técnico de la PRESIDENCIA DE LA NA-
CION, el Coordinador General de la Unidad 
de Comunicación Presidencial y el FISCAL 
DE CONTROL ADMINISTRATIVO DE LA 
OFICINA ANTICORRUPCION y el Coordina-
dor de Programas Deportivos Jurisdiccional, 
el que estará integrado con el equivalente a 
la cantidad de Unidades Retributivas, que se 
detallan en la planilla anexa al mismo.

Que el Artículo 3º de la Decisión Administra-
tiva mencionada establece que el  exceden-
te de Unidades Retributivas asignadas y no 
utilizadas en los términos de su artículo 2º, 
podrá ser administrado por el VICEPRESI-
DENTE DE LA NACION, Jefe de Gabinete 
de Ministros, los Ministros, por el Secretario 
General de la PRESIDENCIA DE LA NA-
CION, por los Secretarios y Subsecretarios, 
por el Jefe de la Casa Militar, el Procurador 
del Tesoro de la Nación y el Secretario.

#I4065323I#
MINISTERIO DE EDUCACION

Decreto 2164/2009

Danse por prorrogadas designaciones en 
la Unidad Ministro y en la Subsecretaría de 
Coordinación Administrativa.

Bs. As., 28/12/2009

VISTO los Decretos Nros. 491 de fecha 12 de 
marzo de 2002, 1025 del 14 de junio de 
2002, 1085 del 5 de mayo de 2003, 1386 
del 30 de diciembre de 2003, 1406 del 13 
de octubre de 2004, 594 del 3 de junio de 
2005, 436 del 17 de abril de 2006, 235 del 
14 de marzo de 2007, 1311 del 2 de octubre 
de 2007, 929 del 11 de junio de 2008 y 390 
del 23 de abril de 2009 y lo solicitado por el 
MINISTERIO DE EDUCACION, y

CONSIDERANDO:

Que el Decreto Nº  491 del 12 de marzo 
de 2002 dispuso que toda designación de 
personal en el ámbito de la Administración 
Pública Nacional, centralizada y descentrali-
zada, en cargos de planta permanente y no 
permanente, será efectuada por el PODER 
EJECUTIVO NACIONAL a propuesta de la 
Jurisdicción correspondiente.

Que por el Decreto Nº  1025 del 14 de ju-
nio de 2002 se cubrieron en el entonces 
MINISTERIO DE EDUCACION, CIENCIA 
Y TECNOLOGIA los cargos con Funciones 
Ejecutivas de Director Nacional de Coope-
ración Internacional dependiente de la UNI-
DAD MINISTRO y de Director de Despacho, 
dependiente de la SUBSECRETARIA DE 
COORDINACION ADMINISTRATIVA.

Que en el artículo 5º del mencionado Decre-
to Nº 1025/02 se estableció que los cargos 
involucrados debían ser cubiertos median-
te los sistemas de selección previstos en el 
SISTEMA NACIONAL DE LA PROFESION 
ADMINISTRATIVA aprobado por Decreto 
Nº 993 del 27 de mayo de 1991 (t.o. 1995) en 
el término de CIENTO OCHENTA (180) días 
hábiles contados a partir de la notificación de 
las respectivas designaciones transitorias.

Que por Decreto Nº 1085 del 5 de mayo de 
2003 se prorrogó por CIENTO OCHENTA 
(180) días hábiles el plazo mencionado pre-
cedentemente y por los Decretos Nros. 1386 
del 30 de diciembre de 2003, 1406 del 13 
de octubre de 2004, 594 del 3 de junio de 
2005, 436 del 17 de abril de 2006, 235 del 
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MINISTERIO DE EDUCACION

Decreto 2165/2009

Dase por prorrogada la designación del Di-
rector Nacional de Educación Técnico Pro-
fesional y Ocupacional del Instituto Nacio-
nal de Educación Tecnológica.

Bs. As., 28/12/2009

VISTO los Decretos Nros. 491 de fecha 12 de 
marzo de 2002, 940 del 13 de junio de 2008 y 
2224 del 22 de diciembre de 2008 y lo solici-
tado por el MINISTERIO DE EDUCACION, y

CONSIDERANDO:

Que el Decreto Nº 491 del 12 de marzo de 
2002 estableció que toda designación de 
personal en el ámbito de la Administración 
Pública Nacional, centralizada y descentrali-
zada, en cargos de planta permanente y no 
permanente, será efectuada por el PODER 
EJECUTIVO NACIONAL a propuesta de la 
Jurisdicción correspondiente.

Que por Decreto Nº 940 del 13 de junio de 
2008 se cubrió en el MINISTERIO DE EDU-
CACION el cargo de Director Nacional de 
Educación Técnico Profesional y Ocupacio-
nal dependiente del INSTITUTO NACIONAL 
DE EDUCACION TECNOLOGICA.

Que en el artículo 3º del Decreto Nº 940/08 se 
estableció que el cargo involucrado debía ser 
cubierto mediante los sistemas de selección 
previstos en el SISTEMA NACIONAL DE LA 
PROFESION ADMINISTRATIVA aprobado 
por Decreto Nº 993 del 27 de mayo de 1991 
(t.o. 1995) en el término de CIENTO OCHEN-
TA (180) días hábiles contados a partir de la 
respectiva designación transitoria.

Que por Decreto Nº 2224 del 22 de diciembre 
de 2008 se prorrogó por CIENTO OCHENTA 
(180) días hábiles el plazo mencionado pre-
cedentemente.

Que por razones operativas no ha sido posi-
ble cumplimentar la cobertura del cargo en 
el plazo establecido.

Que por ello se considera indispensable pro-
rrogar en el MINISTERIO DE EDUCACION, el 
término fijado en el artículo 1º del mencionado 
Decreto Nº 2224 del 22 de diciembre de 2008.

Que en atención a la entrada en vigencia 
del SISTEMA NACIONAL DE EMPLEO PU-
BLICO (SINEP), aprobado por el Convenio 
Colectivo de Trabajo Sectorial homologado 
por Decreto Nº 2098/08, deberá adecuarse 
la cobertura de dicho cargo a los nuevos sis-
temas de selección vigentes.

Que el cargo citado no constituye asignación 
de recurso extraordinario alguno. 

Que la DIRECCION GENERAL DE ASUN-
TOS JURIDICOS del MINISTERIO DE 
EDUCACION ha tomado la intervención que 
le compete.

Que la presente medida se dicta en uso de las 
facultades conferidas por los artículos 99, inci-
so 1, de la CONSTITUCION NACIONAL y 1º 
del Decreto Nº 491 del 12 de marzo de 2002.

Por ello,

LA PRESIDENTA
DE LA NACION ARGENTINA
DECRETA:

Artículo 1º — Dase por prorrogada, desde su 
vencimiento y por el término de CIENTO OCHEN-
TA (180) días hábiles, la designación transitoria 
efectuada en los términos del Decreto Nº 940 de 
fecha 13 de junio de 2008 y cuya última prórroga 
se operó por Decreto Nº  2224 de fecha 22 de 
diciembre de 2008, del Ingeniero Roberto Rubén 
DIAZ (D.N.I. Nº 5.220.504), en el cargo de Direc-
tor Nacional de Educación Técnico Profesional 
y Ocupacional (Nivel A Grado 0), dependiente 
del INSTITUTO NACIONAL DE EDUCACION 
TECNOLOGICA del MINISTERIO DE EDUCA-
CION, autorizándose el pago de Función Eje-
cutiva II del SISTEMA NACIONAL DE EMPLEO 
PUBLICO (SINEP), aprobado por el Convenio 
Colectivo de Trabajo Sectorial homologado por 
Decreto Nº 2098/08, dentro del plazo de CIEN-
TO OCHENTA (180) días contados a partir de la 
fecha de su renovación.


